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Aportación por la Administración,  
en vía contencioso-administrativa, 
de documentos que debieron haber formado parte 
del expediente administrativo

No cabe la aportación por parte de la Administración  
en el proceso contencioso-administrativo  
de aquellos documentos que, debiendo haber formado 
parte del expediente administrativo, no hubieran  
sido remitidos en el momento procedimental oportuno.
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E n publicaciones anteriores hemos 
abordado la doctrina del Tribunal 
Supremo relativa a la posibilidad 
de que los contribuyentes aporten 
pruebas ante los tribunales eco-

nómico-administrativos que no hubieran sido 
presentadas previamente ante los órganos 
encargados de la aplicación de los tributos. 
Cabe recordar que dicha doctrina habilita a 
los obligados tributarios a agregar, en la fase 
de revisión, pruebas relevantes para sustentar 

la pretensión ejercida, siempre que su actua-
ción no se repute abusiva o maliciosa.

En esta ocasión, nos referimos a la posibilidad 
de que sea la Administración quien aporte en 
el proceso contencioso-administrativo los do-
cumentos que, debiendo haber formado par-
te del expediente administrativo, no hubieran 
sido remitidos por parte de la Administración 
al tribunal económico-administrativo en el 
momento procedimental oportuno.
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Sobre esta cuestión se ha pronunciado el Tri-
bunal Supremo en su reciente sentencia de 
8 de julio del 2025 (rec. cas. 3763/2023), que 
resuelve un recurso de casación cuyo objeto 
consiste en determinar si la Administración tri-
butaria está habilitada legalmente para remitir 
de forma espontánea complementos del ex-
pediente administrativo que no se incluyeron 
en la remisión de éste al tribunal económi-
co-administrativo competente.

Los hechos del litigio relevantes para su reso-
lución son los siguientes:

••	 La Administración Tributaria Canaria prac-
ticó notificaciones electrónicas al obliga-
do tributario.

••	 El Tribunal Económico-Admi-
nistrativo Regional de Canarias 
estimó la reclamación económi-
co-administrativa interpuesta por 
el obligado tributario y anuló la 
liquidación provisional dictada 
por la Administración Tributaria Canaria 
por no constar en el expediente prueba 
alguna que acreditase que dicha Admi-
nistración había notificado al reclamante 
su inclusión en el sistema de dirección 
electrónica habilitada.

••	 La Administración Tributaria Canaria in-
terpuso un recurso contencioso-adminis-
trativo frente a la referida estimación de 
la reclamación económico-administrativa 
y aportó por primera vez, junto con el es-
crito de formalización de la demanda, la 
documentación acreditativa de la inclu-
sión de oficio del obligado tributario en 
el sistema de dirección electrónica habi-
litada.

••	 El Tribunal Superior de Justicia de Cana-
rias admitió dicha aportación y revocó la 
resolución del Tribunal Económico-Admi-

nistrativo Regional, considerando válida-
mente realizadas las notificaciones elec-
trónicas y extemporánea la reclamación 
económico-administrativa formulada por 
el obligado tributario.

Sobre la base de los hechos descritos, la doc-
trina establecida por el Tribunal Supremo pue-
de resumirse como sigue:

–	 El Tribunal Supremo reitera su doctri-
na previa recogida en sus sentencias 
de 27 de octubre del 2023 (rec. cas. 
2490/2022), de 2 de noviembre del 2023 
(rec. cas. 1596/2022) y de 24 de noviem-
bre del 2023 (rec. cas. 3191/2022). De 

conformidad con esta doctrina, los trá-
mites de remisión del expediente y, en su 
caso, de la solicitud de su complemen-
to, cobran una importancia fundamental 
desde el momento en que, a tenor de 
los artículos 237 y 239 de la Ley General 
Tributaria, «la extensión del conocimien-
to del órgano económico administrativo 
viene balizada por todas las cuestiones 
de hecho y de derecho que ofrezca el ex-
pediente, hayan sido o no planteadas por 
los interesados, sin que en ningún caso 
pueda empeorar la situación inicial del 
reclamante».

–	 Considera la Sala que la documentación 
acreditativa de la inclusión obligatoria en 
el sistema de dirección electrónica habi-
litada debió formar parte del expediente 
remitido al Tribunal Económico-Adminis-
trativo Regional en el momento procedi-

Este plazo preclusivo garantiza  
el derecho de defensa  
y el equilibrio procesal
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mental oportuno, pues, al no hacerlo así, 
se ha privado materialmente al interesado 
de su derecho a la defensa y a dicho tri-
bunal de la posibilidad de llevar a cabo 
adecuadamente la función revisora que 
tiene encomendada.

–	 En forma alguna comparte el Tribunal 
Supremo que se infrinjan los derechos 
procesales de la recurrente en la instan-
cia (la Agencia Tributaria Canaria), ya que 
entiende que no se pueden considerar 
pruebas aquellos documentos que la Ad-
ministración liquidadora debió haber re-
mitido con el expediente administrativo, 
por formar parte indudablemente de él, y 
que no fueron remitidos en el trámite en 
que venía obligada, incumpliendo con ello 
lo dispuesto en el artículo 235.3 de la Ley 
General Tributaria. 

–	 Aunque la Administración activa, deman-
dante en el recurso contencioso-adminis-
trativo, puede aportar con su escrito de 
demanda los documentos en que direc-
tamente funde su derecho con base en 
el artículo 56.3 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, 
esta aportación posterior no subsana el 
vicio sustantivo cometido por la Adminis-
tración activa, cuya posición, a juicio de la 
Sala, no es equiparable a la del obligado 
tributario.

Como consecuencia de lo anterior, el Tribu-
nal Supremo estima el recurso de casación 
y anula la sentencia del Tribunal Superior de 
Justicia de Canarias, toda vez que considera 
que el criterio de dicha sentencia no se ajusta 
a la doctrina jurisprudencial expuesta. 

Esta nueva sentencia del Tribunal Supremo re-
fuerza la obligación de la Administración de 
remitir al órgano de revisión económico-admi-
nistrativa el expediente administrativo de for-
ma completa y dentro del plazo legalmente 
establecido. 

El expediente administrativo constituye la base 
sobre la que se articula el debate procesal y 
«es la manifestación formal de la garantía 
reconocida constitucionalmente en favor del 
administrado en el art. 105 letra c CE, esto 
es, del derecho al procedimiento legalmente 
establecido y la correlativa proscripción de la 
Administración de seguir un procedimiento 
distinto» [STS de 27 de octubre del 2023 (rec. 
cas. 2490/2022)].

En este sentido, la sentencia protege expresa-
mente el derecho de defensa de los obligados 
tributarios frente a la remisión extemporánea, 
en vía contencioso-administrativa, de un com-
plemento del expediente administrativo a vo-
luntad de la propia Administración, pues, de 
permitirse la aportación tardía de elementos 
probatorios que debieron incluirse oportuna-
mente en el expediente, se podría generar una 
situación de indefensión de los administrados, 
alterando el equilibrio procesal que la norma-
tiva intenta preservar.

En definitiva, el respeto a este plazo preclusivo 
para la remisión del expediente administrativo 
es esencial para que se ejerza adecuadamente 
el derecho de defensa y para no romper la 
igualdad de armas procesales en sede econó-
mico-administrativa. Una interpretación distin-
ta sería contraria a las más mínimas exigencias 
de seguridad jurídica que protege el artículo 
9.3 de la Constitución española.
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